Radicación No: 66001-31-05-003-2008-00089-04
Adolfo Rengifo Hurtado y otros vs Megabus S.A. y otros.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

Providencia: 

     Auto de Segunda Instancia, 07 diciembre de 2016
Radicación No: 
                     66001-31-05-003-2008-00089-04
Proceso: 

    
    Ordinario Laboral.

Demandante:

    Adolfo Rengifo Hurtado y otros
Demandado:

    Megabús S.A. y otros
Juzgado de origen:
 
    Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira 
Magistrado Ponente:
    Francisco Javier Tamayo Tabares
Tema a Tratar:          
Principio de celeridad en la administración de justicia. Para desatar el primero de los dilemas planteados, es indispensable rememorar que uno de los principios que orienta la administración de justicia es el de la celeridad (art. 4 L.270 de 1996), que implica que las actuaciones surtidas antes los jueces deben realizarse de la manera más pronta y expedita posible, para lograr que el objetivo de dispensar justicia se surta de manera pronta. En virtud de tal principio, el Juez y las partes deben actuar conforme a los términos legales y evitando dilaciones injustificadas y actuaciones repetitivas, que atenten contra la velocidad con que debe decidirse de fondo el asunto.
OBJETO
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en Sala de decisión, siendo las tres y treinta de la tarde (3.30 p.m.), de la fecha indicada, procede a desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante contra la providencia dictada en audiencia de trámite celebrada el 20 de mayo de 2016, así mismo, se desatará el recurso de queja propuesto por el togado de la parte actora contra la providencia adoptada en audiencia del 03 de octubre de 2016, dentro del proceso ordinario laboral que el señor Adolfo Rengifo Hurtado y otros contra Megabús S.A., Insco Ltda. liquidado y el Municipio de Pereira.

Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO:

Adelantan los demandantes, por intermedio de portavoz judicial, proceso ordinario laboral en el que persigue la declaratoria de un contrato de trabajo que lo ató con Insco Ltda.; la solidaridad de Megabús S.A. y del Municipio de Pereira y la respectiva condena por prestaciones, salarios e indemnizaciones. Entre las varias pruebas decretadas, se ordenó la comparecencia del señor Jaime Mera como testigo de los demandantes Antonio de Jesús Betancur Londoño y Luis Antonio Mosquera Bermúdez.

En audiencia celebrada el 22 de septiembre de 2015, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de esta ciudad escuchó varios testimonios, entre ellos el del señor Jaime Mera. El Juzgado Tercero Laboral de esta capital, luego de reasumir el conocimiento de las diligencias, en audiencia de trámite celebrada el 20 de mayo de 2016 escuchó a varios deponentes, pero se abstuvo de escuchar al señor Mera, bajo el argumento de que ya rindió su declaración y de que la apoderada que obró en aquella oportunidad desistió del deponente para los restantes demandantes.
El portavoz judicial de la parte actora interpuso y sustento recurso de reposición y en subsidio de apelación, advirtiendo que en la audiencia del 22 de septiembre de 2015, actuó otra apoderada judicial, quien no contaba con la facultad de desistir de la versión del señor Jaime Mera.

En audiencia celebrada el 03 de octubre de 2016, la Jueza a-quo declaró precluída la etapa probatoria y citó para audiencia de trámite y juzgamiento. La apoderada de la parte demandante apeló esta decisión, arguyendo que ante la imposibilidad de recaudar los testimonios, se pidió la reprogramación de la audiencia o se convocará nuevamente a varios deponentes que ya lo habían hecho, pero frente a otros demandantes.

La Jueza estimó que la decisión no es interlocutoria, sino de impulso, por lo que no es posible darle curso a la alzada presentada. Esta decisión fue recurrida en reposición y en subsidio se pidió la expedición de copias para el recurso de queja.  

En cuanto al recurso de queja propuesto y que obra en el cuaderno de segunda instancia, empieza el portavoz judicial a criticar varias manifestaciones de la Jueza a-quo, en el sentido de que esa agencia ha sido la única llamada, pues señala que los múltiples aplazamientos también se endilgan a errores judiciales. Frente a la negativa de conceder el recurso, estima que al no acceder al aplazamiento de la audiencia o la convocación oficiosa de unos deponentes, está negando la práctica de una prueba, lo que configura una de las causales de apelación. Destaca que se saltó el trámite del canon 225 del CPC para que los testigos justifiquen la inasistencia. 
CONSIDERACIONES:

Los recursos propuestos imponen a esta Sala el estudio de los siguientes problemas jurídicos:

¿Debe la Jueza a quo convocar a declarar un deponente, decretado como testigo de dos de los demandantes y que ya rindió su versión en anterior audiencia dentro del mismo proceso

¿Es pasible del recurso de apelación una decisión que convoca a las partes a surtir una audiencia de juzgamiento? 
Para desatar el primero de los dilemas planteados, es indispensable rememorar que uno de los principios que orienta la administración de justicia es el de la celeridad (art. 4 L.270 de 1996), que implica que las actuaciones surtidas antes los jueces deben realizarse de la manera más pronta y expedita posible, para lograr que el objetivo de dispensar justicia se surta de manera pronta. En virtud de tal principio, el Juez y las partes deben actuar conforme a los términos legales y evitando dilaciones injustificadas y actuaciones repetitivas, que atenten contra la prontitud con que debe decidirse de fondo el asunto. 

En este caso, es evidente que tal principio no se ha cumplido en debida forma, pues el proceso inició el 29 de enero de 2008, lo que implica que lleva en trámite casi nueve años, sin que hayan podido evacuarse la totalidad de las pruebas, adelantando múltiples audiencias, lo que implica una falta total de celeridad y eficiencia en el trámite procesal.

Por ello, resulta inadmisible que se pretenda repetir el testimonio del señor Jaime Mera que ya fue escuchado y que se decretó como prueba para dos de los demandantes –Antonio de Jesús Betancur Londoño y Luis Antonio Mosquera Bermúdez fl. 5-, en audiencia pública del 22 de septiembre de 2015 –fls. 11 y ss- en la que se escuchó su versión, según se indicó por el mismo deponente, para el señor Mosquera Bermúdez; era en esa ocasión donde debía escucharse la versión a favor de ambos demandantes, ya que era prueba común y no resulta admisible, ni lógico, que se deba escuchar su versión en dos ocasiones en el mismo proceso. Y de ello, fue guardián el Juez que condujo la audiencia de trámite, cuando en el curso de su declaración le preguntó al señor Mera si conocía al demandante Betancur Londoño y si sabía porque se le había citado como deponente, indicando el testigo que no conocía o no recordaba al señor Antonio de Jesús. Por lo tanto, estima esta Sala que era innecesario el volver a recibir la declaración del señor Mera. 
Ahora, en cuanto a la discusión de si la sustitución legitimaba a la abogada sustituta para desistir del testimonio del señor Mera, vale precisar que es una discusión inane para el caso, pues según el texto de la audiencia del 22 de septiembre de 2015, el desistimiento se presentó de la declaración del señor Ulises Lloreda Nagles frente a los demás demandantes que lo convocaron al proceso como testigo, mas no frente a los demás testigos de los restantes demandantes. Por ello, se insiste, es un tópico que ningún peso tiene en la resolución del caso.

Así pues las cosas, frente a la segunda declaración del testigo Jaime Mera, se dirá que la decisión de no recibirlo nuevamente es acertada, pero por motivos distintos a los que sostuvo la a-quo.   
Pasando a resolver el segundo de los dilemas planteados, esto es, la concesión del recurso de apelación frente al auto que fijó fecha para celebrar audiencia de juzgamiento, ha de decirse que el aludido recurso está regulado en el canon 65 del CPTSS, en el cual se enlista qué decisiones son recurribles, sin que se observe entre los autos enlistados el que convoque a la audiencia de juzgamiento o uno similar. Ello tiene como razón de ser, que la aludida decisión tiene una naturaleza de sustanciación, pues lo único que busca es impulsar el trámite procesal, señalando la oportunidad en la cual se decidirá la instancia. Dichas providencias –las de sustanciación- no son susceptibles de recurso alguno, por expresa prohibición legal contenida en el canon 64 del CPLSS.

La aludida providencia, no tiene una naturaleza decisoria o de negativa de pruebas, como lo alega el quejoso, sino que ante la clausura de la etapa probatoria que determinó la juzgadora en auto anterior, determinaba el paso a seguir, que no era otro –según el ritual procesal fijado por la Ley 712 de 2001- que el de señalar audiencia de juzgamiento. Si alguna inconformidad tenía la parte actora frente a la decisión de declarar clausurada la etapa probatoria, debió haber atacado dicha providencia, pero no lo hizo, entendiéndose precluída la oportunidad para hacerlo y sin poder transmitir esa posibilidad a una providencia posterior, que apenas tiene la virtualidad de impulsar el trámite procesal.

Por tanto, en el presente caso, la providencia que señaló fecha para dictar sentencia, no es susceptible de recurso de apelación, como lo determinó la a quo, por lo que se declarará bien denegado el recurso.
En síntesis, se confirmará la decisión de primera instancia en lo tocante a la negativa de recepcionar la declaración del señor Jaime Mera, con las precisiones acá establecidas y se declarará bien denegado el recurso de apelación frente a la decisión que señaló fecha para la audiencia de juzgamiento.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

1. Confirmar el proveído del 20 de mayo de 2016, en cuanto la negativa de recepcionar la declaración del señor Jaime Mera, pero por las razones acá expuestas.

2. Declarar bien denegado el recurso de apelación frente a la decisión el 03 de octubre de 2016. 
3. Sin costas en esta instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los magistrados
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

   Magistrado

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ                                                                                                                                      Magistrado

Alonso Gaviria Ocampo 
Secretario
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